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Respetada  Doctora:

En el escrito de la referencia, pregunta usted lo siguiente:

¿Cuando existe irregularidad por violación  a la ley u omisión  en el cumplimiento de un deber legal en la expedición de un acto administrativo, es posible ejercer la acción disciplinaria sin esperar que el contencioso administrativo se pronuncie sobre la legalidad del acto, o si por el contrario, se puede ejercer la acción de manera independiente de la decisión que toma el juez administrativo?
Al respecto, me permito manifestar:

Tal como lo ha dicho la jurisprudencia constitucional, la acción disciplinaria es autónoma e independiente de cualquier otra que se adelante, puesto que su finalidad, como bien lo dijo la Corte Constitucional en sentencia C-244 de 1996, «es la de garantizar el funcionamiento, moralidad  y prestigio del organismo público respectivo» y surge del incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibición y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, etc.(Artículo 23, Ley 734 de 2002), ya que en cada acción (civil, penal, electoral, etc.) se evalúa la conducta del investigado o demandado frente a unas normas de contenidos y alcances propios.
En tal virtud, la misma Corte Constitucional, al declarar exequible el numeral  10 del artículo 25 de la Ley 200 de 1995
, en sentencia C-391 del 22 de mayo de 2002, manifestó:
No obstante lo expuesto por el actor, la Corte advierte que no por generarse en un mismo supuesto fáctico una actuación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y un proceso disciplinario, se incurre en vulneración del principio non bis in idem.  Ello es así porque la proscripción de generar dos o más juzgamientos por un mismo hecho exige mucho más que la simple identidad del supuesto de hecho que desencadena los distintos procesos.  Por el contrario, para que el derecho fundamental a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho se consolide, se requiere que en esos procesos exista identidad de causa, objeto y persona pues sólo esa múltiple identidad es la que permite afirmar que se está ante hechos ya juzgados y, en consecuencia, ante la imposibilidad de que el Estado proceda nuevamente
.

Por lo anterior, se considera que si existen irregularidades al expedir un acto administrativo, se puede adelantar la acción disciplinaria en forma independiente a la que se tramite ante la jurisdicción contenciosa administrativa.
La presente respuesta únicamente constituye un criterio auxiliar de interpretación, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 230 de la Constitución Política, 5º   de 

la Ley 153 de 1887 y 25 del Decreto 01 de 1984.

Con toda atención,

MARÍA LEONOR RUEDA RUEDA
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� ARTICULO 25. FALTAS GRAVISIMAS. Se consideran faltas gravísimas:


(…)





10. Actuar a sabiendas de estar incurso en causales de incompatibilidad, inhabilidad, impedimento o conflicto de intereses, establecidos en la Constitución o en la ley.








� «Como quiera que el significado primigenio de los principios de non bis in idem y de cosa juzgada consiste en impedir que los hechos o conductas debatidos y resueltos en un determinado proceso judicial vuelvan a ser discutidos por otro funcionario en un juicio posterior, esta Corporación ha considerado que la relación que debe existir entre los hechos, el objeto y la causa de esos dos procesos debe ser de identidad. En efecto, la jurisprudencia señala que debe tratarse de motivos idénticos, de juicios idénticos, del mismo hecho, del mismo asunto o de identidad de objeto y causa. Así, por ejemplo, la Corte ha estimado que no se violan los principios constitucionales en comento cuando una misma conducta es juzgada por dos jurisdicciones diferentes con base en normas de categoría, contenido y alcance distintos».  Corte Constitucional, Sentencia T-162-98, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  
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